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ABSOLUCIÓN DEL PROCESADO POR APLICACIÓN DEL PRINCIPIO IN DUBIO PRO REO. [A]l hacer una valoración en conjunto de la prueba practicada en el proceso, se puede concluir que si bien pudieron existir sospechas sobre la responsabilidad de JAGE en la muerte de Óscar Alonso Perez y el hurto de su moto, los indicios que pregona la recurrente FGN son muy leves como para que sea posible establecer una inferencia lógica de responsabilidad para condenar como lo exige el artículo 381 del CPP, que además establece un tarifa probatoria negativa al disponer que: “La sentencia condenatoria no podrá fundamentarse en pruebas de referencia”. (…) [L]os indicios como prueba indirecta dependen de un hecho conocido a partir del cual se infiere la existencia de un hecho desconocido, es decir, se requiere de un hecho acreditado y un nexo causal que permita concluir el hecho que se infiere, razón por la cual, a falta de demostración de los hechos indicantes, no resulta posible deducir en ese caso los indicios de capacidad para delinquir, el móvil, la oportunidad y la huida, aducidos por la recurrente, a efectos de inferir razonablemente y con el grado de certeza racional que exigen los artículos 7º y 381 del CPP, el hecho desconocido que vendría a ser la responsabilidad del acusado, lo que demandaba la aplicación en su favor del principio del In dubio pro reo, como lo dedujo de manera acertada la juez de primer grado, por lo cual se confirmará la sentencia recurrida. 
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	Asunto 
	Recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia del 7 de octubre de 2011.


1. ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por el defensor del procesado JAGE, contra la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal - Risaralda, mediante la cual lo absolvió de los cargos formulados por los delitos de homicidio agravado en concurso con hurto calificado, subsumidos en los tipos sancionatorios de los artículos 103 y 104 numeral 2º; y, 239 y 240 inciso 3º del C.P. 

2. ANTECEDENTES
2.1 El supuesto fáctico del escrito de acusación es el siguiente: 
“El día 17 de noviembre de 2010 en la residencia ubicada en la calle 28 No. 24-61 fue ultimado el señor ÓSCAR ALONSO RUIZ BETANCOURT, mientras realizaba obras de reparación del inmueble, su ayudante era el imputado JAGE, hijo de su compañera permanente. 

Con las labores de investigación se estableció que el imputado que (Sic) GE dio muerte con arma cortocontundente al señor RUIZ BETANCOURTH por hurtarle una motocicleta, la cual vendió en la suma de doscientos mil pesos.

La Fiscalía cuenta con elementos materiales probatorios evidencia física e información legalmente obtenida que permiten afirmar con probabilidad de verdad que los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO y HURTO CALIFICADO contenidos en al (Sic) artículo 103, 104 numeral 2º y 239, 240 inciso tercero del Código Penal modificados por el artículo 14 de la ley 890 de 2004 y la ley 1142 de 2007 art. 37, respectivamente, existieron y que el imputado JAGE participó en su comisión en calidad de autor material. 

Consecuente con lo anterior, La Fiscalía General de la Nación a través de la Fiscalía Treinta y Cuatro Seccional presenta ESCRITO DE ACUSACIÓN contra JAGE con el fin de que el Juez de conocimiento inicie la 3la (Sic) etapa del juicio y, en consecuencia, fije día y hora para la audiencia de formulación de acusación”. 
2.2 Las audiencias preliminares se adelantaron el 26 de enero de 2011 ante el Juzgado Penal Municipal de Conocimiento y con Función de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal, acto en el cual la FGN le comunicó cargos al señor GE por el delito de homicidio con la circunstancia de agravación contenida en el artículo 104 numeral 2º del CP, en concurso con hurto calificado de conformidad con el artículo 240 inciso 3º CP. El procesado guardó silencio. Le fue impuesta medida de aseguramiento privativa de la libertad en establecimiento de reclusión. (Folios 5 a 7).

2.3 El Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal asumió el conocimiento de la presente causa. Se adelantó audiencia de “estudio de preacuerdo” el 23 de febrero de 2011 en la cual JA no aceptó los cargos consignados en el preacuerdo con la FGN (folios 15 y 16). Se celebró la formulación de acusación el 9 de marzo de 2011 (folios 34 a 36). El 31 de marzo de 2011 se dio inicio a la audiencia preparatoria en la cual se inadmitieron pruebas tanto de la FGN como de la defensa de JA, por lo cual ambos interpusieron recurso de apelación (folios 39 a 44). Esta Sala de Decisión desató el recurso mediante providencia del 10 de agosto de 2011 en la cual confirmó las decisiones respecto de las pruebas inadmitidas en la audiencia preparatoria (folios 53 a 69). La continuación de la audiencia preparatoria tuvo lugar el 26 de agosto de 2011 (folio 77). La sentencia fue proferida el 7 de octubre de 2011 (folio 127 a 145). 

2.4 La FGN apeló la sentencia absolutoria de primer grado. 

3. IDENTIDAD DEL ACUSADO

Se trata de JAGE, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 9.862.513 de Pereira, nacido el 20 de diciembre de 1985, es hijo de José Roger y Luz Marina, de profesión ayudante de construcción.
4. SINOPSIS PROBATORIA.

4.1 ESTIPULACINES PROBATORIAS 

Las partes realizaron las siguientes estipulaciones probatorias (folios 83 al 109). 

· Inspección técnica al cadáver de Óscar Alonso Ruiz Betancourt del 17 de noviembre de 2010, por parte de los investigadores del CTI de Santa Rosa de Cabal.
· Formato de investigador de campo del CTI -FPJ-11- del 22 de noviembre de 2010, con fotografías de la diligencia de inspección técnica a cadáver de la víctima.

· Dibujo topográfico del lugar de los hechos -FPJ-17- elaborado por investigadora criminalística el 17 de noviembre de 2010.
· Informe pericial de necropsia No. 20100101666682000062 del 17 de noviembre de 2010 suscrito por médico forense que contiene conclusión pericial: “El señor Óscar Alonso Pérez Betancur falleció por anemia aguda, secundaria a la sección de los grandes vasos de hemicuello izquierdo y shock neurogénico secundario a trauma craneoencefálico severo. Causa básica de muerte: elemento cortocontundente. Manera de muerte: violenta homicidio.”
· Registro civil de defunción de la víctima.
5. SOBRE LA DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

5.1 Los fundamentos del fallo de primera instancia se pueden sintetizar así
:

· La A quo hizo referencia a las evidencias que demostraban el homicidio del señor Óscar Alonso Pérez Betancurt, con base en las estipulaciones efectuadas por las partes.
  

· En lo relativo a la responsabilidad del ciudadano JAGE por las conductas por las cuales fue acusado, la juez de primer grado consideró esencialmente lo siguiente: i) no existía prueba que señalara al procesado como el autor del homicidio de Óscar Alonso Pérez Betancurt, ya que ninguno de los testigos tuvo conocimiento personal sobre las circunstancias en que se dio muerte a la víctima; ii) ninguna persona pudo ubicar a JA en el lugar de los hechos el día del homicidio; iii) pese a que el despacho otorgó credibilidad a las personas que declararon en el juicio, sus testimonios solo versaron sobre lo que les constaba, pero ninguno de ellos pudo observar el momento en que el occiso llegó a su lugar de trabajo, ni pudieron referir si cuando llegó a ese sitio estaba acompañado o iba solo, ya que únicamente escucharon el ruido de su motocicleta, lo que no permitió comprobar la presencia del señor JA en la casa que estaba en construcción el día que se presentó el homicidio.
· Se consideró probado que en el inmueble donde ocurrió el hecho de sangre se hallaron dos cascos y un chalecos para motocicleta, dos portacomidas y jugos sin consumir, aunque el investigador Jhon Wilder Osorio Bernal no pudo precisar si eran elementos individuales o si halló en número par. Sin embargo con el testimonio de Óscar Hinestroza y las fotografías allegadas al juicio se logró comprobar esa situación, y que igualmente en el sitio de los hechos se encontraron dos portacomidas con sus jugos que no habían sido consumidos. 

· Se demostró que el procesado había estado en el inmueble donde se produjo el crimen el día anterior al hecho, ayudándole al occiso en sus labores. 

· La hora de la muerte de la víctima fue fijada a las 16.27 horas del 17 de noviembre de 2010, según el informe pericial de necropsia. Además, según el testimonio de las señoras Blanca Ligia Sánchez Salazar y María Gladys Salgado López, entre las 8:00 y 8:30 de la mañana del día de los hechos escucharon uno o varios golpes, como si algo se hubiera pegado contra el piso, pero no le pusieron atención porque pensaron que eran causados por los trabajos que se estaban realizando en el inmueble.
· No se demostró la existencia del hurto investigado, ya que los testigos solamente refirieron que vieron la moto de la víctima en la parte externa de la casa a eso de las 9.30 horas, pero no se enteraron sobre lo que sucedió con ella después. Por eso, aunque se aceptara en gracia de discusión que el velomotor fue hurtado, no existe la más mínima prueba que indique que el acusado fue el responsable de ese hecho, ya que no se pudo comprobar que el 17 de noviembre del 2010 hubiera estado en ese lugar. A su vez de haber sido el autor del hurto, lo lógico era que el acusado se hubiera llevado por lo menos un casco y un chaleco para poder conducir la moto, mientras presuntamente se dirigía a venderla, según lo que dijo el investigador Osorio Bernal.
· La delegada de la FGN pretendió usar el testimonio del citado detective para plantear que el móvil del homicidio fue el hurto de la motocicleta. Sin embargo no se puede otorgar credibilidad a lo dicho por este miembro de la Policía Judicial ya que incurrió en notorias contradicciones dirigidas a perjudicar al procesado, hasta el punto de haber manifestado que había hablado con testigos que le dijeron que lo habían visto en la casa en construcción el día de los hechos, lo cual fue desmentido por las personas que declararon en el juicio, fuera de la FGN no llevó a la vista pública a la persona que presuntamente le dijo al citado investigador que el procesado había vendido la moto en $180.000, ni a testigos de esa transacción. Además no fue encontrado ese vehículo o sus partes.

· La juez de primer grado analizó otras situaciones invocadas por la delegada de la FGN como hechos indicantes sobre la responsabilidad de JAGE, así
:
i. Sobre la capacidad para delinquir: Según la representante del ente acusador, esta situación se probó con el testimonio de Luís Hernando Osorio Grajales, quien hizo referencia a una pelea que había tenido con el procesado ya que sospechaba que el señor G le había hurtado un dinero, riña por la cual tuvo que intervenir la Policía. La A quo estimó que con base en ese testimonio no se podía considerar probado que el acusado tuviera esa capacidad, ya que la misma situación se podría predicar del testigo Osorio en razón de las circunstancias en que se produjo esa reyerta. Además la FGN no logró probar que el señor G fuera una persona violenta o agresiva, ya que los demás testigos no hicieron referencia a esa situación. Tampoco se probó que el acusado fuera adicto al uso de drogas y aun de haberse probado esa situación, de la misma no se podría generar un indicio en su contra, ya que no todos los drogadictos, ni las personas irascibles cometen homicidios o hurtos. 
ii. Sobre el móvil: La delegada de la FGN indicó que estaba probado el indicio del móvil para dar muerte a la víctima, que no fue otro que el hurto de su motocicleta. Sin embargo en este caso se presentaron circunstancias diversas a las referidas por el testigo Luis Hernando Osorio. Además no se probó que el acusado se hubiera apropiado de la motocicleta que usaba la víctima, por lo cual no se puede tomar esa situación como una inferencia en contra del procesado.
iii. Oportunidad para delinquir o presencia: El hecho de que en la escena del crimen se hubieran encontrado dos recipientes con almuerzos y dos cascos para ocupantes de motocicletas, aunado a que JA G hubiera estado trabajando con el señor Pérez en los días anteriores al que le dieron muerte, no permite dar por probada la presencia del encartado en esa casa el día del homicidio, teniendo en cuenta que ninguna persona lo vio allí ese día. En cuanto al hallazgo de los dos almuerzos sin consumir, esta situación solo demuestra que ese día fueron llevados a la casa y posiblemente fueron empacados en la misma parte, pero no prueba que hubiere sido el procesado quien los llevó hasta el sitio, e incluso se puede pensar que la misma víctima los trajo, al igual que los cascos y los chalecos, pensando que Jhon Alexánder iba a ir a trabajar ese día, máxime si resulta común que los conductores de motos carguen ese tipo de adminículos, cuando se desplazan solos ante la eventualidad de recoger a un parrillero. 
iv. La huida del procesado: El investigador John Wilder Osorio Bernal manifestó que hizo indagaciones en el sector de la calle 9ª, donde le dijeron que no habían vuelto a ver al señor G, lo cual fue confirmado por su madre. Sin embargo el citado funcionario no precisó cuál era la frecuencia con que el señor G frecuentaba esos lugares, a efectos de demostrar su huida, o si el hecho de que no lo encontrara obedecía a una simple casualidad. Además se debe tener en cuenta que sólo transcurrieron 40 días desde la ocurrencia de los hechos hasta el momento en que JA se presentó a la FGN, cuando según su defensor se sintió acosado por el ente acusador, situación que no se probó en el proceso y de la cual no se puede deducir ningún hecho indicante contra el acusado.
· Si bien es cierto que se podía considerar al señor G como sospechoso del homicidio de Óscar Alonso Pérez Betancur, no existen indicios que puedan ser utilizados en su contra como para que se pueda inferir que fue el acusado y no otra persona fue quien cometió el crimen con el objeto de hurtar la motocicleta de propiedad de la víctima, que además nunca fue ubicada, razón por la cual las dudas deben resolverse a favor del procesado.

· La teoría del caso presentada por la FGN estaba basada en que la muerte de la víctima ocurrió entre las 8:00 y 8:30 de la mañana, momento en el cual los vecinos escucharon un golpe y desapareció la motocicleta del lugar. Sin embargo, el informe de necropsia establece que la muerte tuvo lugar a las 16:27 de la tarde, por lo que se podría pensar que si la moto fue hurtada, esa situación no guardaba relación con el homicidio, ya que los testigos dijeron que vieron la moto en el sector hasta las 9:30 de la mañana y la muerte de la víctima se presentó posteriormente en la hora antes indicada, lo que indica que el velomotor había sido hurtado mucho antes, fuera de que el ruido que sintieron los vecinos en la casa se podía explicar por el trabajo que se estaba haciendo en la casa y no porque en ese momento le estuvieran dando muerte al señor Pérez.
· La FGN no llevó a declarar al juicio a la señora llamada Julieta, quien trabajaba en una chatarrería y presuntamente fue quien dio aviso sobre la existencia de una ropa en ese lugar que al parecer era del acusado, lo que hubiera podido servir a la FGN para configurar los indicios en contra de JA, de haber llevado esa testigo al juicio. Si bien es cierto que el investigador Osorio como testigo directo podía dar fe de que en realidad esa señor trabajaba en ese sitio y que allí se hallaron esas prendas, la relación sobre cómo llegaron allí y a quién le pertenecían, constituye una prueba de referencia inadmisible, que por ello no puede ser valorada. Tampoco se obtuvo un dictamen que probara que las manchas que tenía la chaqueta encontrada allí correspondían a sangre y más aún que eran compatibles con la del occiso y la del machete, pese a que el investigador Osorio dijo que la ropa había sido enviada a un laboratorio para su estudio, ya que nunca se conoció el resultado de esos exámenes, ni se probó que esas prendas fueran de JA G, pues nadie declaró al respecto y no se estableció que las manchas en la chaqueta eran de sangre.
· El investigador Osorio dijo que le habían informaron que JA había vendido la motocicleta de la víctima por $180.000, pero no se trajo a juicio a la persona que la compró o alguien que hubiera estado presente al momento de la transacción, tampoco se hizo lo necesario para ubicar a quién entregó ese dinero, ni para ubicar la moto o sus partes. Por lo tanto no se puede valorar esa declaración en contra del acusado.
· En lo relativo al móvil del homicidio y del hurto, de los testimonios entregados por los declarantes que presentó la FGN no se pudo deducir que existieran problemas entre el señor Pérez y el acusado, quienes llevaban varios días trabajando juntos, en medio de una buena relación, hasta el punto que se les vio almorzando juntos el día anterior a los hechos y los testigos refirieron que en muchas oportunidades llegaban y salían en la moto; nunca se escucharon discusiones entre ellos, e incluso llegaban y salían en la moto. A su vez el señor Óscar Hinestroza, dueño de la casa que estaban reparando, dijo que el día anterior al homicidio había transportado al procesado hacia Pereira y no observó que este expresara algún resentimiento contra el occiso, y por el contrario le hablo muy bien de él.
· También se preguntó la A quo lo siguiente: Si fuera cierto que JA necesitaba dinero como lo afirma la delegada de la FGN, lo que lo llevó a hurtar la motocicleta a efectos de satisfacer su adicción al consumo de sustancias estupefacientes, lo lógico era que le hubiera dado muerte al señor Pérez el día anterior, cuando recibió los $200.000 por su trabajo, en vez de esperar hasta el día siguiente para matarlo y llevarse su motocicleta con el fin de venderla, lo cual genera muchas dudas sobre su intervención en los hechos.
· Respecto a que el procesado tuvo que haber ido a trabajar el día de la muerte del señor Pérez porque se había comprometido a ello, la  A quo resaltó lo que la representante del ente acusador afirmó en el sentido de que el acusado era una persona irresponsable y el investigador de la FGN dijo que recibió información de que no había ido a laborar porque se fue a jugar billar y a consumir licor. Pese a que los testigos de la defensa no lograron ubicar al señor G el día de los hechos en unos billares, se demostró que acostumbraba ir a esos negocios. A su vez, como las dudas deben ser absueltas en favor del procesado, se puede inferir que el día de los hechos no se presentó a cumplir con su oficio, lo cual puede explicar la razón por la cual en el sitio del crimen se encontraron dos comidas sin consumir, que pudieron haber sido llevadas por el señor Pérez para él y su ayudante, al igual que el casco y los chalecos pensando que JA iba a ir a trabajar.
· Solamente se cuenta con prueba de referencia en lo relativo a la responsabilidad de Jhon Alexánder G por los hechos investigados. Hizo referencia al principio del In dubio pro reo, conforme al cual las dudas se deben resolver a favor del procesado, y consideró que en este caso no existían pruebas directas, ni indicios serios en contra del procesado, por lo cual no se obtuvo el convencimiento más allá de toda duda razonable sobre su responsabilidad por las conductas de hurto y de homicidio, frente a las cuales solo se contaba con prueba de referencia y simples sospechas en su contra. Al respecto hizo alusión a lo dicho por la CSJ SP en el proceso con radicado 30171 del 9 de septiembre de 2008, M.P. Sigifredo Espinosa Pérez.
· La aplicación del principio de presunción de inocencia obligaba a la FGN demostrar la responsabilidad del encartado en los hechos por los cuales se le acusa; que huyó de la ciudad y que eso sucedió po  haber cometido los delitos por los que fue acusado, sin que resulte posible invertir la carga de la prueba como lo pretende la delegada de la FGN, ya que bien pudo suceder que se hubiera ausentado por otras razones.
· En cuanto a la posible aceptación de responsabilidad del señor G derivada de la posible realización de un preacuerdo, al no haber renunciado el procesado al derecho a guardar silencio, lo que haya dicho no puede ser tenido en cuenta porque el preacuerdo que firmó en ningún momento fue aceptado quedando a salvo su derecho a la presunción de inocencia, y por eso fue que se tramitó un juicio plenario.
5.2 La sentencia fue recurrida por la delegada de la FGN.
6. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO (SUSTENTACIÓN ORAL) 
6.1 Delegada FGN (Recurrente)
· Solicitó la revocatoria de la sentencia absolutoria dictada en primera instancia, ya que en su criterio la FGN logró desvirtuar el principio de presunción de inocencia que amparaba al procesado JAGE, como autor de las conductas punibles de homicidio agravado y hurto calificado, tal y como lo exige el artículo 381 del CPP, pues se acreditó que existen cuatro indicios graves que necesariamente permiten llegar a esa conclusión.

· Refiere que debe realizarse un minucioso análisis de los alegatos de conclusión para resaltar que cuando el acusado se presentó ante la unidad de policía judicial a confesar los delitos investigados, la FGN apenas estaba estructurando la inferencia razonable de autoría, porque siempre habían existido elementos materiales probatorios, evidencia física e información legalmente obtenida que permitían inferir hechos indicadores en su contra. Por ello, como el Fiscal del caso no había solicitado la orden de captura para JA, quien era requerido en ese momento para recibirle una entrevista, por ser la única persona que laboraba con la víctima en las obras de remodelación de la edificación donde fue asesinado el señor Óscar Alonso Pérez Betancourt.

· En esos eventos, cuando una persona se presenta ante la FGN para manifestar que es autor de un delito, lo primero que se hace es requerirlo para que exprese de manera voluntaria si quiere comparecer ante el Juez de Control de Garantías con el fin de formularle imputación. En ese momento el señor G concurrió a ese acto pero no aceptó los cargos, ya que su interés era acordar la pena con la suscrita Fiscal, para lo cual tuvo en su poder el documento por más de 20 días y, finalmente, no aceptó el preacuerdo bajo las condiciones planteadas. 

· No es cierto lo manifestado por el defensor, en el sentido de que la FGN a través de un investigador estaba acechando o persiguiendo al señor G.
· Si los hechos indicantes que se extraen de la prueba testimonial recaudada en el juicio se analizan de manera independiente, alejada de los parámetros del artículo 381 CPP no conducen a nada absolutamente, pero analizados en conjunto, de manera armoniosa o concatenada a través de un proceso de valoración lógico o racional, se puede llegar a coincidir con la tesis del ente acusador, ya que se demostró que JAGE es una persona agresiva que es capaz de matar a otro semejante, lo que configura el indicio de capacidad para delinquir, que se desprende lo narrado por Luis Hernán Osorio, quien dijo que cuando G atacaba lo hacía con tal ferocidad o agresividad que la vida de sus víctimas corría peligro, o podían morir, como sucedió en el caso del señor Pérez. 

· Se acreditó con prueba testimonial que JA era adicto a los estupefacientes, lo cual lo llevaba a atentar contra el patrimonio económico de terceros, como lo informó el testigo Osorio Grajales, lo cual no fue desvirtuado por la defensa, fuera de que la juez de conocimiento se equivocó al no otorgarle valor probatorio a lo manifestado por este declarante, aduciendo que se había referido a hechos ajenos al proceso, cuando lo real es que su relato fue importante porque fue víctima del comportamiento agresivo y criminal por parte de Jhon Alexánder GE, originado en el hecho de que le hurtaba dinero al citado testigo, quien lo dejó en evidencia frente a su familia. 
· La falladora le dio la más mínima importancia a un hecho que fue plenamente acreditado, consistente en que el procesado era la única persona que trabajaba con la víctima y que el día de los hechos, como había sucedido en días anteriores, iría a laborar normalmente, como se lo manifestó Óscar Hinestroza propietario del inmueble donde el señor Pérez adelantaba sus labores. 

· No fue objeto de análisis lo que acreditó la FGN con el testimonio de varios vecinos, quienes manifestaron que el día de los hechos la víctima llegó en su motocicleta y la estacionó en el antejardín del inmueble, y que este vehículo desapareció después de que se escucharan los golpes fuertes que segaron la vida de Óscar Alonso Pérez.
· Si una persona está trabajando en una casa de habitación, llega a las 7:00 a.m., como fue visto por una testigo, estaciona su moto afuera, se escuchan fuertes golpes a las 8:00 a.m., aproximadamente y a las 9:00 a.m. sale el testigo Mauricio Martínez, observa que la moto ya no está y no se vuelven a escuchar ruidos en el inmueble, es fácil deducir que en ese momento fue que se  produjo el homicidio y que el móvil fue el hurto del automotor, porque se escuchó el testimonio del investigador John Wilder Osorio Bernal, quien señaló que adelantó todas las averiguaciones tendientes a la  ubicación del procesado y que no pudo hallarlo.  

· Acepta que el hecho de que desparezca una moto que estaba parqueada y que se escuchen unos golpes, no permiten  señalar al acusado como autor de los delitos que se investigan. Sin embargo, si se enlazan esas situaciones con el resto de hechos analizados y se aúnan a la fuga injustificada del procesado, se puede llegar a una conclusión diversa. Además la defensa no demostró que JA se hubiera ausentado de su domicilio por causa de un  trabajo, una amenaza, una enfermedad u otro motivo que permitiera explicar lógicamente su desaparición, ya que el  investigador de la FGN no encontró motivos que la explicaran.
· En el juicio se presentaron testigos mentirosos que fueron aleccionados para que dijeran que el día y a la hora del homicidio el investigado estaba tomando licor y jugando billar, quienes tenían  claros nexos de amistad con el enjuiciado, con lo cual afectaron la teoría del caso de la FGN. 
· La vía fácil era tomar los hechos indicantes y exponer que no conducían a señalar al procesado como responsable de los delitos que se le atribuyeron y la tarea difícil era la de hacer un examen conjunto de la prueba, por lo cual invita a realizar un proceso valorativo dentro de un contexto integrativo que permita establecer la responsabilidad del acusado y en consecuencia que se revoque el fallo recurrido. 

6.2 Apoderado de víctimas (No recurrente) 

Manifestó atenerse a lo que resultara probado.
6.3 Delegado del Ministerio Público (No recurrente) 

· Solicita se confirme la sentencia absolutoria a favor del señor GE, al no haberse probado por parte del encargado de la persecución penal más allá de toda duda, la responsabilidad del encartado en los hechos objeto de investigación.
· La delegada de la FGN pretendió probar que JAGE fue la persona que le causó la muerte a su padrastro el 17 de noviembre de 2010 cuando este se encontraba laborando en un inmueble en Santa Rosa de Cabal, partiendo de los indicios que construyó la representante del ente acusador, habida cuenta que el acusado laboraba junto al hoy occiso en labores de construcción y que el mismo era consumidor de sustancias alucinógenas, frente a lo cual no se estableció la relación entre el presunto consumo de estupefacientes con el homicidio y el hurto investigados. 
· La misma delegada dijo que el modus operandi del acusado consistía en esperar el momento oportuno en que las víctimas se encontraran solas para atacarlas utilizando un arma cortopunzante, aunado al hecho de que en el sitio de los hechos se encontraron dos portacomidas con alimentos, de lo cual dedujo que el procesado estuvo en el sitio de los hechos, porque era quien laboraba con la víctima y siempre lo acompañaba desde tempranas horas. Igualmente expuso que los vecinos del sector habían escuchado golpes en el sitio donde trabajaba la víctima en horas tempranas de la mañana del 17 de noviembre de 2010, situación que relacionó con la desaparición del enjuiciado con posterioridad al acontecimiento y su oferta de entrega a las autoridades judiciales. 
· En el juicio se dieron por probadas la materialidad de la conducta y los hallazgos encontrados en el lugar de los hechos, a través de estipulaciones probatorias, de las cuales se deduce que la hora de la muerte de la víctima fue a las 16 horas del día 17 de noviembre de 2011, y no como se pretendió demostrar en el juicio que la muerte ocurrió a las 8:00 horas del mismo día. 

· En cuanto a la responsabilidad de GE en los hechos atribuidos, ninguno de los testigos ubicó al procesado como el autor de la conducta delictiva, limitándose a indicar aspectos relacionados con la buena convivencia de éste con la víctima, como lo señaló el dueño de la casa que estaba reparando y las vecinas Blanca Sánchez, Gladis Salgado López y Sandra Milena Franco, quienes manifestaron haberlos visto en el lugar de los hechos, al tiempo que la señora Sánchez dijo que los observó cuando almorzaban juntos el día anterior en el andén frente a la residencia. Estas personas también conocieron la moto del occiso y a su hijastro quien le colaboraba en las reparaciones, siendo unánimes en afirmar que el día del suceso escucharon golpes entre las 8:00 y 8:30 de la mañana, pero consideraron que se debía a las labores que se estaban efectuando y al salir de su residencia en horas de la tarde no vieron la moto de la víctima. 
· Mauricio Martínez Correa y Leidy Marcela García, indicaron haber escuchado cuando llegó la moto el día del ilícito, pero, cuando salieron de su residencia aproximadamente a las 9:00 de la mañana esta no se encontraba en el lugar, enterándose en horas de la tarde del fallecimiento de Óscar Alonso Pérez. 

· El análisis de la A quo es concordante con el debate probatorio testimonial en el cual no admite discusión alguna, ya que no se probó absolutamente la responsabilidad del señor GE. 
· Aunque el investigador manifestó que en el lugar del hecho se encontraron dos portacomidas, un casco y un chaleco, sus dichos generan dudas en relación con el contenido del informe, en relación con lo que le fuera manifestado por el hermano del encartado, quien puso en tela de juicio no solo la relación entre víctima y victimario sino también la conducta del procesado y la relación de dos cascos y dos chalecos, los cuales fueron advertidos por el dueño de la casa, situación que fue corroborada y analizada por la juez de primer grado. 

· Igualmente se observa la ausencia de EMP que permita establecer la presencia del acusado en el lugar de la escena del crimen, puesto que se desconoce con claridad el número de chalecos y cascos encontrados, echando de menos la búsqueda de la verdad material y el resultado del examen de hematología de las prendas de vestir del acusado y el machete hallado ese sitio, para cotejarlas con las del occiso, situación que también fue examinada por la juez de primer grado para concluir que no existía certeza sobre la responsabilidad del acusado por haber existido fallas en la investigación. 

· Aunque la recurrente considera que el operador jurídico debía realizar un análisis deductivo para determinar la existencia de plena prueba de la responsabilidad del procesado, esos indicios no tienen trascendencia para imponer una sentencia de condena, pues no existen pruebas debidamente soportadas con las cuales se puedan enlazar, son insulares y no pueden ser considerados como prueba autónoma de cargos para efectos de atribuir al acusado la comisión de la conducta punible. Citó para el efecto el precedente CSJ SP del 2 de septiembre de 2009, radicado  2921.
· No existen EMP que unidos a los indicios mencionados lleven a concluir que GE fue el autor de los delitos investigados. Por lo cual considera que la FGN no logró probar la responsabilidad del investigado, al no haber demostrado la presencia del mismo el día de los hechos en el lugar de los acontecimientos y mucho menos que fuera el autor directo del homicidio de Óscar Alonso Pérez.

· Lo único probado por la FGN fue que el hoy occiso fue ultimado el 17 de noviembre de 2010 en su lugar de trabajo; que poseía una motocicleta; que el día anterior a los hechos el acusado GE había llegado a trabajar con su padrastro y que ellos manejaban buena relación. 

· Sin embargo no se demostró que el acusado fuera el autor del homicidio y del hurto, ya que no existen EMP o indicios graves de responsabilidad que permita realizar un análisis deductivo de la prueba que otorgue plena certeza sobre la responsabilidad del incriminado en los hechos en análisis, pues solo se estableció que GE trabajaba con su padrastro, y que tenían un buena relación, pero no se acreditó que el día de los hechos hubiera llegado a laborar con el hoy interfecto, ni que se hubiera llevado su motocicleta, y menos que supiera conducir ese tipo de vehículos, ni que hubiera sido visto en esa actividad por algún residente del lugar. 
· No se acreditó la verdad real frente a la procesal, ya que pese a que se cometió un homicidio usando un arma blanca, no se procuró obtener un examen hematológico para compararlo con la sangre de las prendas que presuntamente abandonó el victimario en una chatarrería. Tampoco se estableció si efectivamente el acusado fue ese lugar a dejar esas ropas, el motivo por el cual lo hizo, si llevó allí la motocicleta, si existió alguna transacción sobre ese rodante y si la misma fue registrada en alguna oficina de tránsito. 
· No se determinó el móvil o motivo para considerar que el encartado es el autor del ilícito que le endilgan, máxime si se tiene en cuenta que su padrastro le estaba ayudando al darle la oportunidad para laborar. 
· Esas situaciones no fueron probadas por la FGN para demostrar con claridad y sin dubitaciones que el homicidio y hurto fue Jhon Alexánder GE fue el autor de los hechos y no otra persona, por lo cual se imponía la aplicación del principio de duda probatoria en favor del acusado, tal como lo hizo la juez de primer grado, por lo cual pide que se confirme el fallo recurrido.
6.4 Defensor (No recurrente) 

· Se opuso a la argumentación de la delegada de la FGN, en tres aspectos básicos.
· En primer lugar no resultaba procedente que la delegada del ente acusador hiciera referencia al preacuerdo, que finalmente no se materializó, cuyo texto no fue incluido en el escrito de acusación. 

· Las evidencias físicas como un machete y prendas de vestir, no fueron referidas en el mismo escrito de acusación. Aunque si se practicaron unas pruebas con esos EMP, por ligereza de la FGN no se aportaron al proceso, y aun así no arrojan nada en contra del acusado. 

· Con la prueba practicada sobre el citado machete se estableció que la sangre impregnada en el mismo le pertenecía a la víctima. Sin embargo, esa prueba no arrojó huellas o rastros que comprometieran a su defendido. Lo mismo ocurrió con las prendas de vestir porque de la chaqueta se conoció que sí tenía manchas de sangre en el cuello, pero no se estableció que fueran del afectado. Por lo tanto esas evidencias no aportaron nada para el proceso para inferir la responsabilidad de su representado.
· En lo concerniente a la motocicleta, lo único que se dijo fue que unos testigos observaron una moto y escucharon un ruido, pero ninguno refirió haber visto la moto de placas SOY-85. Además la misma era parqueada al frente de la casa donde ocurrió el homicidio, y no se veía su placa porque estaba ubicada en la parte de atrás. Fuera de lo anterior, no se comprobó su serial, número de chasis o motor, que permitan establecer su hurto, ya que el velomotor bien pudo ser prestado a la víctima, porque no era de propiedad del occiso. En consecuencia pide la confirmación de la sentencia recurrida.
7. CONSIDERACIONES DE LA SALA

7.1 Competencia 

Esta Colegiatura es competente para conocer sobre el recurso propuesto en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

7.2 Problema jurídico 

En aplicación al principio de limitación de la segunda instancia, esta Corporación debe decidir si le asiste razón a la impugnante, quien plantea que la juez de primer grado no analizó en su conjunto las pruebas practicadas en el juicio, lo que la llevó a proferir una sentencia absolutoria en favor de JAGE (en lo sucesivo JAGE).

La disconformidad de la censora tiene que ver sustancialmente con la valoración probatoria que efectuó la A quo, ya que en su entender, pese a la ausencia de pruebas directas ya que nadie presenció el momento en que fue asesinado el señor Óscar Alonso Pérez Betancur, si existían hechos indicantes de los cuales se desprendían indicios graves contra el acusado, que al ser sometidos a un proceso de valoración lógico o racional, debían llevar a deducir la responsabilidad penal del procesado. 

7.3  Según los términos del escrito de acusación, la conducta atribuida al procesado se subsumió en los artículos 103, 104-2 del C.P. (homicidio agravado: “para preparar, facilitar o consumar otra conducta punible, para ocultarla, asegurar su producto o la impunidad para sí o para los copartícipes), y en los artículos 239 y 240.3 ibídem, que califica el hurto cuando se presenta: “Mediante penetración o permanencia arbitraria engañosa o clandestina en lugar habitado o en sus dependencias inmediatas, aunque allí no se encuentren sus moradores”. Debe advertirse que del contexto fáctico se deduce que frente a la conducta de hurto calificado se debe aplicar el inciso 5º del citado artículo 240 del CP que fija una pena de 7 15 años de prisión, cuando el hurto: “se cometiere sobre medio motorizado o sus partes esenciales”.
7.4 Para comprobar el factum del escrito de acusación, la FGN, presentó los documentos que versaban sobre los hechos que fueron objeto de estipulación
. Igualmente se presentaron diversos testigos en el juicio oral, a efectos de sustentar las pretensiones de las partes.
Como se expuso, la delegada de la FGN y el abogado del procesado se estipularon las pruebas correspondientes a la ocurrencia de la muerte violenta del señor Óscar Alonso Pérez Betancur
, hecho sobre el cual no se presenta controversia probatoria. Por lo tanto, el debate se concentró en la responsabilidad que del señor JAGE en esos hechos, que la recurrente fundamentó en su particular valoración sobre determinadas situaciones que a su juicio configuraban indicios graves en su contra, que en su opinión, al ser examinados en conjunto llevaban a la conclusión de que este era el responsable del homicidio y del hurto investigados.

7.5 En ese orden de ideas y siguiendo el razonamiento de la impugnante, la responsabilidad de JAGE, como autor de los hechos investigados se podía deducir a partir de diversos hechos indicantes que consideró probados, de los cuales se podía inferir la existencia de los siguientes indicios en el caso del procesado: i) la capacidad para delinquir; ii) motivo o móvil para cometer el homicidio del señor Pérez, que no era otro que el hurto de la motocicleta que este usaba; iii) el indicio de oportunidad para delinquir o presencia en el lugar de los hechos; y iv) la inferencia lógica deducida de la huida del acusado luego de que se presentara el homicidio y el hurto investigado. 

A su vez la recurrente complementó su solicitud de revocatoria del fallo recurrido, con apoyo en las manifestaciones que hizo durante el juicio oral el investigador Jhon Wilder Osorio Bernal, relacionadas con la presunta venta de la motocicleta que fue hurtada al señor Pérez, hecho que atribuyó al acusado JAGE y sobre el hecho de que el procesado hubiera abandonado unas prendas de vestir en una chatarrería de la ciudad de Pereira, que al parecer presentaban vestigios de sangre de la víctima.

En consecuencia la delegada de la FGN considera que con los hechos indicantes referidos y el testimonio del investigador Jhon Wilder Osorio Bernal, se satisfacían los requisitos del artículo 381 del CPP, para dictar una sentencia de condena contra el acusado, y que esas pruebas llevaban a establecer con certeza que JAGE fue el autor material de la muerte violenta de Óscar Alonso Pérez Betancourt y el móvil fue el hurto de una motocicleta que la víctima poseía con el fin de venderla, ya que JAGE requería dinero para adquirir estupefacientes, por su condición de adicto al uso de sustancias sicoactivas.

7.6 En atención a los anteriores razonamiento hay que manifestar inicialmente que en el caso sub lite, no se cuenta con ninguna prueba directa sobre el homicidio del señor Pérez, entendida en los términos del artículo 402 del CPP, por lo cual se debe analizar el valor probatorio de las pruebas a partir de las cuales la censora sustenta su argumentación sobre la responsabilidad del procesado por vía indirecta, a través de inferencias deducidas de hechos indicantes, que consideró probados.
7.7  En lo relativo al primer indicio que la recurrente denominó como de “capacidad para delinquir” del acusado, hay que manifestar que esta inferencia de la recurrente se fundamentó en la declaración de Luis Hernando Osorio Grajales, quien expuso que en una oportunidad había tenido una pelea con JAGE ocasionada por la pérdida de un dinero en la residencia donde vivía el acusado con su hermana Diana Lucía. 

Lo sustancial del relato de este testigo viene a ser que luego de que acusara a JAGE por la sustracción de una suma cercana a los $2.000.000 fue atacado con violencia extrema por el acusado, quien aprovechó que se encontraba solo en su residencia para agredirlo y atentar contra su vida en forma violenta. Además, el testigo Osorio refirió que la única persona de la cual desconfiaba como responsable de la sustracción era JAGE, pues unos vecinos le habían dicho que lo habían visto consumiendo estupefacientes, fuera de que este había vendido cosas de su hermana Diana Lucia Osorio, como una olla arrocera y un mercado. De ese testimonio la delegada de la FGN infiere que el acusado es una persona violenta, e iracunda y que es capaz de atentar contra la vida de sus semejantes. 
Sin embargo, como lo concluyó la A quo, al analizar lo dicho por Luis Hernán Osorio Grisales, más allá de las diferencias económicas y los problemas de convivencia entre el procesado y el testigo Osorio, las manifestaciones de ese declarante no resultan ser suficientes como para considerar demostrado el indicio de “capacidad para delinquir” o para caracterizar al acusado como una persona violenta o agresiva, cuyo patrón de conducta fuera el de atentar contra la vida de otras persona y hurtar dinero u objetos ajenos y, mucho menos, que se tratara de un adicto al consumo de sustancias estupefacientes. 

Se afirma lo anterior porque lo único que le constaba a Osorio Grajales fue la pelea que sostuvo con el acusado, en la cual tampoco fue atacado de la manera letal que refirió, ya que igualmente reconoció que en un momento dado de la reyerta tomó por el cuello a JAGE, quien le dijo que lo soltara ya que lo iba a ahorcar y que lo retuvo hasta que llegó la Policía, lo que desvirtúa entonces el grado de “peligrosidad” que la recurrente atribuyó al procesado, al considerarlo como un asesino despiadado, porque del hecho aislado narrado por el testigo Osorio solo se deduce la existencia de esa riña, que no permite establecer el patrón de comportamiento atribuido a JAGE, para edificar el indicio antes referido.

Sobre el tema debe agregarse que de la declaración del señor Osorio tampoco se establece el hecho indicante referido por la delegada de la FGN, teniendo en cuenta que el mismo testigo dijo que solamente tenía sospechas sobre JAGE como el autor del hurto del dinero que le había girado su hermana, situación que bien pudo originar la reacción del acusado contra Osorio, que terminó en la riña referida, ya que a raíz de esa acusación le exigió a su hermana Diana Lucía que se fuera a vivir con JAGE a otra parte. Fuera de lo anterior llama la atención que este testigo, pese a haber compartido su vivienda con el acusado, no tuviera conocimiento de primera mano sobre el hecho de que JAGE fuera consumidor habitual de estupefacientes y refirió que ese comentario lo escuchó de unos vecinos del sector.

En consecuencia se concluye que del testimonio del señor Osorio, relacionado con las causas y consecuencias de la reyerta que sostuvo con el procesado, no es posible estructurar el indicio deducido por la recurrente para plantear la presunta responsabilidad del acusado en los hechos investigados, máxime si solamente se probó ese único episodio sobre la conducta anterior del incriminado.

7.8 E  indicio del “móvil para delinquir “ que tenía el acusado, fue fundamentado por el recurrente en la sindicación que le hizo el señor Osorio a JAGE, sobre un hecho inicial como autor de un hurto en su casa (tema analizado en el acápite anterior), sobre el cual hay que manifestar que no se presentó como prueba ninguna sentencia que demostrara la responsabilidad del acusado por ese hecho, que la recurrente correlaciona con el episodio en que fue muerto el señor Pérez, aduciendo que el propósito del procesado era de hurtarle su motocicleta para procurarse dinero que estaba dirigido a satisfacer su adicción a las drogas. 

Sin embargo, como se expuso en precedencia,  nunca se probó que el acusado JAGE hubiera sido el responsable del hurto del dinero que estaba en la casa de Luis Hernán Osorio Grajales, porque este testigo no dijo puntualmente que el acusado fuera el responsable de esa sustracción, sino que manifestó que no desconfiaba de otros miembros de su familia entre los cuales estaban incluidos sus sobrinos y dos hermanas con quienes también convivía en la misma residencia, lo que indica que acusó de ese hecho al señor GE por descarte, situación que deja sin piso el argumento de la recurrente según el cual JAGE solía cometer hurtos para procurarse estupefacientes.

A lo anterior hay que agregar que en el caso sub lite, la FGN tampoco demostró la ocurrencia del hurto de la motocicleta del señor Óscar Alonso Pérez y mucho menos que el acusado hubiera sido el responsable de su sustracción, porque ninguno de los testigos que comparecieron al juicio dijo haber visto a JAGE en el sector donde se produjo el homicidio el día de los hechos, ni mucho menos lo vieron salir en la motocicleta, por lo cual el indicio del móvil solo tiene una débil sustentación basada en las manifestaciones del investigador Jhon Wilder Osorio Bernal, quien dijo que una persona llamada Luis Andrés Otálora (quien no fue convocado al juicio por la FGN), le había contado que el 17 de noviembre de 2010, el señor JAGE le había mostrado en el sector de “Los puentes” una moto que tenía características similares a la que usaba el señor Pérez y le pidió su ayuda para venderla, por lo cual la negociaron posteriormente con un mecánico apodado “el mico”, por $180.000.

En ese orden de ideas salta a la vista que se adelantó una deficiente labor investigativa ya que la FGN no solicitó como prueba el testimonio de Luis Andrés Otálora, ni se identificó al personaje conocido como “el mico” a efectos de corroborar la información relativa a la presunta venta de la moto por parte de JAGE el día de los hechos, situación que no fue presenciada por el investigador Osorio, quien debe tenerse como un testigo de referencia para efectos de construir el indicio de del móvil del homicidio, basado en el propósito de JAGE de asegurar el hurto de la moto de la víctima que luego vendió para adquirir estupefacientes, máxime si la FGN no aportó alguna prueba que demostrara que el acusado era adicto a las drogas.

En ese sentido no tiene soporte alguno el indicio que pretende consolidar la FGN respecto del móvil de los hechos, al no haberse presentado en el juicio pruebas que demostraran: i) que la motocicleta del señor Pérez fue hurtada el 17 de noviembre de 2010; ii) que JAGE fue el autor del hurto; y iii) el nexo causal entre la sustracción del automotor y la muerte del señor Pérez, por lo cual se considera que la juez de primer grado fue atinada al considerar que no se contaba con prueba indiciaria relacionada con el móvil del homicidio, frente a lo cual debe agregarse que la responsabilidad por el hurto de la motocicleta de la víctima, igualmente quedó en el terreno de lo hipotético. 
7.9 El tercer indicio deducido por la recurrente, que lo definió como de “oportunidad para delinquir”, lo sustenta en una inferencia suya, según la cual el acusado JAGE necesariamente tuvo que estar presente en la casa donde fue asesinado el señor Pérez, porque allí se encontraron dos almuerzos y dos cascos y chalecos para motociclistas, a lo cual agrega que JAGE había estado trabajando con la víctima en los días previos al homicidio, y en que la compañera sentimental del occiso (Luz Marina Escobar Martínez) le manifestó al investigador Osorio que el día de los hechos Óscar Alonso iba a recoger a JAGE para seguir juntos hacia la casa en la cual estaban trabajando.
Sin embargo debe decirse que estas manifestaciones solo podrían conducir a estructurar un indicio leve sobre la probabilidad de que JAGE estuviera en el lugar de los hechos para el día y la hora en que ocurrió la muerte de la víctima, ya que de manera contraria a lo que sostiene la recurrente, lo real es que el investigador Osorio obra como testigo de referencia frente a lo que presuntamente le dijo la compañera del occiso sobre la manifestación del señor Pérez de que ese día iba en su moto a recoger a JAGE, máxime si la señora Escobar se abstuvo de declarar en la vista pública, al no estar obligada a hacerlo por ser la madre del acusado.

Además se debe tener en cuenta lo que dijeron los otros testigos presentados en el juicio por la FGN así:

· El señor Óscar Hinestroza Caviedes, propietario de la vivienda en la cual trabajaba el fallecido dijo que la última vez que vio al maestro de obra y a su ayudante fue el día anterior a su muerte, y agregó que fue quien encontró su cuerpo sin vida y dio aviso a las autoridades.
· La vecina Blanca Ligia Sánchez Salazar manifestó haber visto la moto el 17 de noviembre de 2010, pero que ese día no vio llegar a Óscar Alonso ni a JAGE a la residencia en mención. 

·  Mauricio Martínez Correa dijo haber escuchado la moto del señor Óscar en las horas de la mañana del mismo 17 de noviembre de 2010, pero no la observó cuando salió de su casa. Además dijo que ese día no vio al trabajador ni a su ayudante.
·  Leidy Marcela García Arias indicó que durante todo ese día no vio ni la moto ni a los trabajadores, a pesar de que estuvo pendiente de ellos con el fin de preguntarle al maestro de obra si podía realizar unos trabajos en la fachada de su casa y que durante el día vio la casa cerrada pero no observó el velomotor. 
· Gladys Salgado López refirió que como a las 8:00 de la mañana del día de los hechos escuchó un ruido fuerte en la casa donde estaba trabajando Óscar Alonso, y creyó que se trataba de algo normal por las obras que se estaban realizando, pero no observó ni la moto ni a los obreros y que luego su esposo salió como a las dos horas y no vio la moto, por lo cual creyó que ese día no habían ido a trabajar a la casa.

· Por último, Sandra Milena Franco Gómez dijo que a las 8:00 de la mañana del 17 de noviembre de 2010, vio la moto del occiso pero parqueada un poco más hacia la casa de su madre, es decir en un lugar diferente a aquel donde el señor Pérez solía dejarla, pero no hizo ninguna manifestación en el sentido de que ese día hubiera visto al señor Óscar Alonso o a JA en ese lugar. 
Adicionalmente se debe tener en cuenta que los citados testigos fueron concordantes al afirmar que solo se vinieron a enterar sobre lo ocurrido pasadas las 4 de la tarde del 17 de noviembre de 2010, por aviso del señor Hinestroza y comentarios de la comunidad, pero ninguno de ellos ubicó ese día al acusado JAGE en el lugar de los hechos, ni tampoco tuvieron ningún conocimiento directo sobre lo sucedido. 
En cuanto a la motocicleta, dos de esos declarantes (Blanca Ligia Sánchez Salazar y Sandra Milena Franco Gómez), dijeron que la habían visto en esa fecha en las afueras de la casa que refaccionaba el señor Pérez, pero de sus declaraciones se deduce que desconocían quien se la pudo haber llevado, al tiempo que un tercero (Mauricio Martínez) solo informó que había escuchado el sonido de la moto, el cual recordaba, pero que no la vio al salir de su casa. En consecuencia, ninguna de esas personas pudo observar que ese vehículo fuera retirado del lugar por alguien diferente al señor Óscar Alonso, ni señalaron a JAGE como autor de esa conducta. 
Aunado a ello, el hecho de que en la cocina de la casa en construcción donde se produjo el homicidio se hubieran encontrado dos viandas con comida, dos cascos y dos chalecos, no conduce a concluir indefectiblemente que el acusado JAGE se encontraba en ese sitio el día de los hechos, ya que la declaración del investigador Osorio Bernal en el sentido de que la compañera sentimental de la víctima le dijo que el día de su muerte el señor Pérez la llevó a su sitio de trabajo y de allí salió a recoger a JAGE, y que ella lo despachó con los almuerzos del día, no fue confirmada por la citada dama, que en su calidad de madre del acusado optó por guardar silencio durante el juicio.

Por lo anterior, si bien en principio se podría considerar que el investigado y el fallecido iban a trabajar juntos ese día, no se puede tomar como un hecho cierto que se hubieran encontrado porque ninguna persona los vio juntos. Por el contrario, lo anterior solo permite conocer la razón por la cual se encontraron dos almuerzos, dos cascos y dos chalecos en la residencia, que se puede explicar porque el señor Óscar Alonso los llevó con el fin de transportar a su ayudante JAGE en la motocicleta, en la creencia de que lo iba a acompañar en sus oficios.
Por último, la teoría de la defensa, sobre la no intervención del acusado en los hechos, cobra fuerza al tener en cuenta la información que consignó el investigador Osorio Bernal sobre la manifestación de Harrison, hermano de JAGE, quien al ser interrogado sobre su paradero le manifestó al funcionario de Policía Judicial que su prójimo no había ido a trabajar ese día porque se la pasó jugando y tomando en un billar de Pereira, tal como lo consignó el citado investigador en el informe que leyó durante el juicio, lo que resultó confirmado con la manifestación de la testigo Mónica Lizeth Villa Díaz quien dijo que el 17 de noviembre de 2010, JAGE quien vivía en su casa, se levantó a eso de las 6.30 a.m y le dijo que ese día no asistiría a trabajar porque se iba a ir a jugar billar. 
Por lo tanto, tampoco existen elementos de juicios suficientes como para dar por demostrado el indicio de “oportunidad para delinquir”, ya que no se demostró que el acusado hubiera estado acompañando a la víctima en la casa donde este laboraba el día en que le dieron muerte. 

7.10  Finalmente, la delegada de la FGN planteó como indicio la presunta huida de JAGE luego de que se presentara el homicidio del señor Pérez, hecho sobre el cual solamente se cuenta con la manifestación del investigador Osorio Bernal, quien dijo que no lo había ubicado en los sitios frecuentados por él, ni tampoco con amigos o familiares, situación que no fue comprobada y que incluso aparece desvirtuada con el acta de la audiencia preliminar que se adelantó el 26 de enero de 2011, en el Juzgado Penal con Funciones de conocimiento de Santa Rosa de Cabal, donde se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva al señor JAGE por los delitos investigados
, lo que indica que pudo ser ubicado para asegurar su comparecencia a ese acto.

A su vez debe manifestarse que pese a que en el expediente obran unos documentos correspondientes a un proyecto de acta de preacuerdo
 que no fue aceptado por el acusado según el acta de la audiencia que se celebró el 23 de febrero de 2011, ante el juzgado penal del circuito de Santa Rosa de Cabal 
, lo real es que los mismos no fueron ingresados al juicio y adicionalmente hay que manifestar que de acuerdo al inciso 2º del artículo 369 del CPP, cuando no se aceptan las manifestaciones de culpabilidad preacordadas: “...no podrá mencionarse ni será objeto de prueba en el juicio el contenido de las conversaciones entre el fiscal y el defensor, tendientes a las manifestaciones preacordadas. Esta manifestación tampoco podrá ser utilizada en ningún tipo de proceso judicial contra el encartado.”
7.11 De esta manera, con respecto al recurso formulado, para la Sala queda demostrado que no se cuenta con prueba directa ni indiciaria que permita adquirir el conocimiento suficiente para dictar una sentencia condenatoria en contra del acusado, ya que de la prueba testimonial practicada se deduce que: i) ninguna persona pudo ubicar al procesado JAGE el 17 de noviembre de 2010 en la casa donde le dieron muerte al señor Pérez; ii) no se presentó evidencia consistente para establecer que el acusado fue la persona que hurtó la motocicleta que poseía la víctima; iii) tampoco se demostró la presunta “capacidad para delinquir” del incriminado; y iv) no se comprobó que hubiera huido de esta ciudad luego del 10 de noviembre de 2010.
Sobre el tema se debe tener en cuenta que de acuerdo a CSJ SP del 24 de enero de 2007, radicado 26618 se dijo lo siguiente: 

En la Ley 906 de 2004, también atinadamente, el indicio no aparece en la lista de las pruebas -elevadas a la categoría de medios de conocimiento- que trae el artículo 382. Ello no significa, empero, que las inferencias lógico jurídicas a través de operaciones indiciarias se hubieren prohibido o hubiesen quedado proscritas.

En el texto que lleva por título “Proceso Penal Acusatorio Ensayos y Actas”, autoría de los doctores Luís Camilo Osorio Isaza y Gustavo Morales Marín, que analiza varios aspectos del sistema con tendencia acusatoria, se hace claridad en cuanto a la naturaleza del indicio y la posibilidad práctica de acudir a ese tipo de reflexiones sobre los medios de prueba en el procedimiento penal para el sistema acusatorio, adoptado con la Ley 906 de 2004:

“La idea de que las pruebas son medios aparece consagrada en el nuevo Código de Procedimiento Penal, que afirma que la inspección, la peritación, el documento, el testimonio, los elementos materiales probatorios, o, cualquier otro medio técnico, que no viole el ordenamiento jurídico son medios de conocimiento.

...

Si las premisas anteriores son verdad, como la experiencia ha indicado que lo son, la prueba es percepción...Ahora bien, la percepción, definida de la manera más sencilla, se entiende como un proceso cognoscitivo sensorial y su resultado es un conocimiento sensorial, más o menos empírico, fundamento del conocimiento racional,  conceptual y esencial. Por esto es por lo que el indicio no se puede considerar como medio de prueba, sino más bien como una reflexión lógico semiótica sobre los medios de prueba...”
 (Subrayas ex texto). 
7.11.1 A su vez, en el precedente CSJ SP del 19 de marzo de 2014, radicado 38793 se hizo un estudio sobre la naturaleza y clasificación de los indicios y se expuso lo siguiente:

(...) 
Los indicios pueden ser: necesarios, cuando el hecho indicador revela en forma cierta o inequívoca la existencia de otro hecho a partir de relaciones de determinación constantes como las que se presentan en las leyes de la naturaleza; o contingentes, cuando según el grado de probabilidad de su causa o efecto, el hecho indicador evidencie la presencia del hecho indicado.

Estos, los contingentes, a su vez pueden calificarse de: graves cuando entre el hecho indicador y el indicado media un nexo de determinación racional, lógico, probable e inmediato, fundado en razones serias y estables, que no deben surgir de la imaginación ni de la arbitrariedad, sino de la común ocurrencia de las cosas; o leves si el nexo entre el hecho indicador y el indicado constituye apenas una de las varias posibilidades que el fenómeno ofrece.

De conformidad con la previsión legal sobre la prueba indiciaria establecida por los artículos 284 y siguientes de la Ley 600 de 2000 (la cual gobernó la presente actuación), el hecho indicador del cual se infiere la existencia de otro acaecimiento fáctico, debe estar debidamente acreditado por los medios directos de prueba (testimonio, peritación, inspección, documento, confesión); ha de ser indivisible, pues los elementos que lo integran no pueden a su vez tomarse como hechos indicadores de otros sucesos, e independiente, ya que a partir de un hecho indicador no pueden estructurarse varios hechos indicados.

Necesario se hace resaltar que en materia de prueba indiciaria, además de la acreditación del hecho indicante, de la debida inferencia racional fundada en los postulados de la sana crítica, y del establecimiento del hecho desconocido indicado, cuando son varias las construcciones de ese orden, es de singular importancia verificar en el proceso de valoración conjunta su articulación, de forma tal que los hechos indicadores sean concordantes, esto es, que ensamblen entre sí como piezas integrantes de un todo, pues siendo éstos fragmentos o circunstancias accesorias de un único suceso histórico, deben permitir su reconstrucción como hecho natural, lógico y coherente, y las deducciones o inferencias realizadas con cada uno han de ser a su vez convergentes, es decir, concurrir hacia una misma conclusión y no hacia varias hipótesis de solución.
La valoración integral del indicio exige entonces al juzgador contemplar todas las posibilidades confirmantes e invalidantes de la deducción, pues rechazar cualquiera de las que puede ofrecer un hecho indicador, desestimándolo expresa o tácitamente sólo porque el juez ya tiene sus propias conclusiones sin atención a un juicio lógico integral, es alentar un exceso de omnipotencia contrario al razonable acto de soberanía judicial en la evaluación de la prueba, que consiste precisamente en el ejercicio de una discrecionalidad reglada en la estimación probatoria.

De ahí que en la apreciación de los indicios el juzgador, como ocurre con todos los medios de prueba, debe acudir a la sana crítica, para establecer el nivel de probabilidad o posibilidad y en tal medida señalar si son necesarios o contingentes (graves o leves), y su relación con los demás medios de prueba que obran en la actuación.

La connotación de necesarios, contingentes-graves o contingentes-leves, no corresponde a nada distinto del control de su seriedad y eficacia como medio de convicción que en ejercicio de la discrecionalidad reglada en la valoración probatoria realiza el juez, quien después de contemplar todas las hipótesis confirmantes e infirmantes de la deducción, establece jerarquías según el grado de aproximación a la certeza que brinde el indicio, sin que ello pueda confundirse con una tarifa de valoración preestablecida por el legislador.

Se trata de una ponderación lógica que permite al funcionario judicial asignar el calificativo que corresponde al indicio, bien de necesario cuando el hecho indicado se releva como conclusión unívoca e inequívoca a partir de la inferencia fundada en el hecho indicante, de contingente-grave si constituye el efecto más probable, o de contingente-leve, si se muestra apenas como una entre varias probabilidades...” (Subrayas ex texto).
7.11.2 Con base en el precedente mencionado queda claro que en el caso en estudio no es posible acudir a la vía de las inferencias lógicas para deducir la responsabilidad del acusado por el homicidio del señor Pérez y el hurto de la motocicleta que este poseía, en primer lugar porque no se probaron los hechos indicantes señalados por la delegada de la FGN y al no contarse con evidencia consistente sobre los mismos, lo único que podría afirmarse es que resultaba posible sospechar que JAGE hubiera sido el autor de las conductas investigadas por ser la persona que acompañó a la víctima en sus últimos días de trabajo en la residencia donde se le dio muerte, pero tal situación, no constituye un indicio contingente grave, en los términos de la jurisprudencia citada, sino que tiene carácter leve por ser una de las posibilidades de explicación sobre la autoría de las conducta de homicidio y hurto investigadas.
7.11.3 Igualmente se debe tener en cuenta que las manifestaciones del investigador Osorio Bernal, según las cuales el día los hechos entrevistó a varias personas que le informaron que la víctima había llegado a la casa donde laboraba, acompañado de su hijastro, es decir del acusado JAGE, fueron desvirtuadas en el juicio por los mismos testigos que presentó la FGN, ya que ninguno de ellos refirió que hubiera visto al acusado en ese lugar el 17 de noviembre de 2010, lo cual deja sin piso la hipótesis formulada por este funcionario sobre la intervención del acusado en los delitos investigados, que se basó en suposiciones que no aparecen respaldadas por ningún elemento de convicción consistente, en ausencia de pruebas directas sobre la responsabilidad del procesado.

Por lo tanto la credibilidad de los dichos del citado investigador se encuentra menguada y no permite otorgarle certeza como prueba de referencia en ese aspecto. Lo mismo sucede con lo que refirió sobre la información que dijo haber recibido sobre la ropa que fue encontrada en una chatarrería de Pereira y lo relativo a la persona que le dijo que el acusado JAGE lo había llamado el día de los hechos para que le ayudara a negociar la motocicleta del señor Pérez, ya que la FGN no identificó ni ubicó al mecánico conocido como “el mico” para verificar estas manifestaciones del funcionario de Policía Judicial, y en su oportunidad la juez de conocimiento no ordenó los testimonios de María Julieta Álvarez Parra y de Jorge Andrés Quintero Álvarez, por tratarse de pruebas que no fueron descubiertas a la defensa, decisión que fue confirmada por esta Sala (folio 53 a 69).
7.12 En conclusión, al hacer una valoración en conjunto de la prueba practicada en el proceso, se puede concluir que si bien pudieron existir sospechas sobre la responsabilidad de JAGE en la muerte de Óscar Alonso Perez y el hurto de su moto, los indicios que pregona la recurrente FGN son muy leves como para que sea posible establecer una inferencia lógica de responsabilidad para condenar como lo exige el artículo 381 del CPP, que además establece un tarifa probatoria negativa al disponer que: “La sentencia condenatoria no podrá fundamentarse en pruebas de referencia”.

Igualmente se debe manifestar que como en este caso se aduce prueba indirecta en contra del acusado, resulta aplicable el concepto de “prueba de corroboración periférica”, que fue objeto de análisis por parte de esta Sala de Decisión, en una providencia dictada el 6 de agosto de 2013, dentro del proceso adelantado contra Carlos Gabriel González Escudero por el delito de “actos sexuales con menor de 14 años“, M.P. Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, donde se manifestó lo siguiente:
“(…)

En criterio de la sala mayoritaria en el plenario sí se cuenta con otros medios de persuasión que valorados en conjunto con la prueba de referencia incorporada, son suficientes para estructurar y  fundamentar una sentencia adversa a los intereses del acusado, toda vez que demuestran más allá de toda duda la ocurrencia del delito y la responsabilidad de éste en el mismo. 

Para sustentar tal aserto, es necesario acoger lo establecido en los precedentes del órgano de cierre en materia penal con respecto a lo que se ha dado en llamar “prueba de corroboración periférica”, y, muy particularmente, el giro interpretativo que ha tenido la jurisprudencia nacional en torno al valor de las pruebas periciales en las conductas sexuales cometidas contra menores de edad. 

En torno a lo primero –prueba de corroboración periférica- la Alta Corporación expresó en reciente pronunciamiento: 

“[…] Es decir,  que cuando se trata de la prueba de referencia, la actividad probatoria compete estar centrada, en orden a realizar una corroboración periférica, en torno al contenido de aquella y que comprometa la responsabilidad del acusado.

En la labor verificadora y con sustento en el principio de libertad probatoria que regla el artículo 373 de la Ley 906 de 2004, según el cual, los hechos y circunstancias de interés “para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos en este Código o por cualquier otro medio técnico o científico que no viole los derechos humanos”, entre ellos, los indicios, el operador puede basar el juicio de responsabilidad del acusado, siempre y cuando se arribe al grado de conocimiento más allá de toda duda.

[…]

Aclarado lo anterior, se advierte que el juzgador basó su fallo de condena no solo en prueba de referencia (la entrevista que rindió el señor Manuel Antonio Buitrago), sino que la misma fue confirmada con otro medios de convicción (corroboración periférica), como lo fueron los indicios construidos a partir del dicho de los policiales que participaron en la captura de los procesados, en razón de las voces de auxilio de la ciudadanía que se hallaba en el lugar en donde fue ultimada la víctima (testigo de referencia) y de lo que ellos percibieron directamente (testigos directos), en torno a que los procesados mientras corrían se iban cambiando la ropa.[…]

De conformidad con ese precedente, es claro que la premisa planteada por la defensora en cuanto a que el contenido de la prueba de referencia debe confirmarse con una prueba directa, no es cierto, ya que por el contrario éste puede corroborarse “por cualquier medio” en virtud del principio de libertad probatoria que rige en nuestro sistema, incluso, mediante indicios.”
7.13 En ese sentido, los indicios como prueba indirecta dependen de un hecho conocido a partir del cual se infiere la existencia de un hecho desconocido, es decir, se requiere de un hecho acreditado y un nexo causal que permita concluir el hecho que se infiere, razón por la cual, a falta de demostración de los hechos indicantes, no resulta posible deducir en ese caso los indicios de capacidad para delinquir, el móvil, la oportunidad y la huida, aducidos por la recurrente, a efectos de inferir razonablemente y con el grado de certeza racional que exigen los artículos 7º y 381 del CPP, el hecho desconocido que vendría a ser la responsabilidad del acusado, lo que demandaba la aplicación en su favor del principio del In dubio pro reo, como lo dedujo de manera acertada la juez de primer grado, por lo cual se confirmará la sentencia recurrida. 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala  de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal – Risaralda, el 7 de octubre de 2011, mediante la cual se absolvió a JAGE por los delitos de homicidio agravado en concurso con hurto calificado, en lo que fue objeto de impugnación. 

SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Fl. 127-145


� Sobre este acápite de la decisión no se interpuso ningún recurso.


� F.139 -140


� Folios 83 a 84 


� Folios 83 y 84.


� Folios 5 a 7 


� Folios 2 a 4  


� Folios 15 a 16.  


� OSORIO ISAZA Luís Camilo. MORALES MARÍN Gustavo. Proceso Penal Acusatorio. Ensayos y Actas. Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez. Bogotá, 2005, pág.22.


� C.S.J, Casación penal del 04-06-13, radicado 40893.
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